Carátula 
SEÑORA SECRETARIA.- No encontrándose el señor Presidente, corresponde designar Presidente ad hoc. 
(Ocupa la Presidencia el señor Senador de Boismenu.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 10 minutos) 


-La Comisión de Industria y Energía tiene el agrado de recibir a los representantes de la Unidad Reguladora de Energía Eléctrica. 
Es nuestro deber informarles que el régimen de trabajo de la Comisión es sólo recibir la información por parte de los invitados, para 
luego analizar a fondo los asuntos propuestos, entre los integrantes del Cuerpo. 


SEÑOR COSTA.- En nombre de la Unidad Reguladora agradezco a esta Comisión del Senado la oportunidad que nos brinda para 
informar a sus integrantes sobre las actividades que hemos desarrollado hasta el momento, que esperamos contribuyan al análisis 
de los temas relativos a la competencia del Regulador, que han sido planteados en este ámbito. 


En complemento a la nota enviada a este Cuerpo con fecha 4 de octubre pasado, hemos dejado a disposición de los señores 
Senadores la documentación relativa a las actividades cumplidas. A los efectos de una justa evaluación de la labor realizada, es 
importante destacar que el equipo humano de la Unidad se integra tan solo con catorce personas: tres Directores, nueve Técnicos y 
dos Secretarias. Todos los técnicos, sin excepción alguna, fueron elegidos por estricto concurso público, al que comparecieron casi 
seiscientos postulantes. 


Nos gustaría organizar nuestra presentación de la siguiente manera: primero, la doctora Vázquez va exponer un breve análisis del 
fundamento y de los objetivos de la actividad de regulación; en segundo lugar, informaremos sobre aspectos medulares de la 
reglamentación de la Ley N* 16.832 que fue aprobada recientemente por el Poder Ejecutivo, tomando como base una propuesta 
elaborada por nuestra Unidad; en tercer término, resumiremos los procedimientos participativos instrumentados para la toma de 
decisiones en la materia regulatoria. 


SEÑORA VAZQUEZ.- Antes que nada, pido disculpas a los integrantes de la Comisión que ya hayan incursionado en temas de 
regulación, puesto que algunos de los conceptos que voy a manejar son muy básicos. De todas maneras, constituyen elementos 
importantes como introducción a lo que, luego, con referencia a la reglamentación va a exponer el señor Costa. 


Es necesario señalar la importancia del principio rector de la institucionalidad regulatoria, es decir, el de la separación de los roles. 
Este principio ya estaba recogido en la exposición de motivos que acompañó el proyecto de ley de marco regulatorio del sector, el 
cual establece que los roles de fijar la política, regular y prestar el servicio, no deben coincidir en la misma autoridad. Esto significa 
que quien fija la política es, por propia competencia constitucional, el Poder Ejecutivo, que actuará en la materia en acuerdo con el 
Ministro de Industria, Energía y Minería; quien desarrolla la actividad empresarial en el país, fundamentalmente, es UTE; por su 
parte, en el área de la generación energética, también es la Comisión Técnica Mixta de Salto Grande; y, finalmente, quien regula -a 
partir de la Ley de Marco Regulatorio- es la Unidad Reguladora de Energía Eléctrica. 


¿Qué pasa cuando este principio esencial de la institucional regulatoria no se cumple? ¿Qué ocurre cuando se suman en un mismo 
órgano la fijación de la política y la regulación? En ese caso, la regulación se verá afectada por decisiones políticas que no son 
necesariamente las decisiones técnicas que el regulador debería tomar. 


Cuando se suma en un mismo órgano la regulación y la prestación, se produce una autovigilancia que, por definición, no es 
eficiente. 


¿Qué pasa cuando se suma la fijación de política con la prestación? Es probable que cuando se adopten decisiones empresariales 
-O que deberían serlo- se lo haga en función de criterios no puramente empresariales. 


En consecuencia, este principio de separación de los roles es fundamental. 


Otro concepto que resulta fundamental es definir qué es regular. Ya que la fijación de políticas debe estar en unas manos, el 
desarrollo de la prestación en otras y la regulación en otras, ¿qué es regular? En esencia, se trata de un modo de influir sobre el 
mercado, mediante la creación de un sistema de incentivos que naturalmente debería crear la competencia pero, cuando ésta no 
existe o se ve afectada por fallas de mercado, dichos incentivos no se dan. Así, la regulación pretende suplir esas fallas del 
mercado. Cuando hablamos de fallas de mercado, nos referimos a que hay un monopolio natural, por lo que no existe 
estrictamente mercado, o a que hay externalidades o asimetrías informativas; entonces, aparece el rol del regulador. 


¿Cuál es el objetivo primario del regulador? Es la protección de los derechos del consumidor, del usuario. A ese objetivo primario se 
subordinan otros, que son instrumentales. Por ejemplo, vale hablar de la sostenibilidad y, cuando hablamos de sostenibilidad, 
hacemos referencia a la continuidad y a la seguridad en el servicio. Asimismo, con esto no sólo queremos contemplar al usuario 
presente, sino también al potencial. Estamos pensando en las futuras generaciones y en ese sentido, creemos que debe haber una 
rentabilidad justa para el que presta el servicio. Entonces, uno de los objetivos instrumentales principales es el de proteger el 
usuario consumidor. También existe un objetivo de eficiencia y de acceso equitativo de la población a los servicios. 


Teniendo en cuenta ese contexto de separación de roles, el contenido de la actividad regulatoria y sus objetivos, la ley le ha dado a 
la Unidad Reguladora de Energía Eléctrica, las siguientes atribuciones. En primer lugar, controlar el cumplimiento de la ley y su 
reglamentación. En segundo término, dictar reglamentos en los temas de calidad y seguridad de servicios y materiales. En tercer 
lugar, asesorar al Poder Ejecutivo en lo atinente al otorgamiento de concesiones, permisos, autorizaciones, convenios y tarifas. 


Otro cometido que posee es el de constituir tribunales arbitrales para dirimir conflictos que se planteen entre los agentes de 
mercado. Por otro lado, una atribución muy importante que le fue conferida por la Ley de Presupuesto para este quinquenio -es 
decir, la N* 17.296- es la potestad de aplicar sanciones cuando se producen apartamientos del cumplimiento de la ley y de su 
reglamentación. 


En el desarrollo de estos cometidos, la UREE ha realizado una extensa actividad a partir de su constitución y en ella se ha 
privilegiado un principio que consideramos esencial, que es el de la participación. Este principio se cumple a través de dos 
herramientas, que son la consulta y la audiencia pública. Al respecto, hemos dictado un reglamento de audiencias y consultas 
públicas, con fecha 15 de abril de este año, que prevé, justamente, que cada vez que la Unidad proponga un reglamento en 
materia de calidad, seguridad y, fundamentalmente, en cuanto a los temas que son de su competencia, lo tendrá que poner a 
consideración de la ciudadanía. La importancia de la consulta y de la audiencia pública está dada por cuanto permite la 
participación de la sociedad en la discusión de los temas que van a ser objeto de decisiones regulatorias, con lo que se permite 
hacer transparente el accionar del regulador. 


De modo que estos son los principios básicos de actuación de una Unidad Reguladora en general y de la Unidad Reguladora de la 
Energía Eléctrica en particular. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Heber) 


SEÑOR COSTA.- Voy a hacer una breve exposición sobre los aspectos medulares de la reglamentación de la Ley de Marco 
Regulatorio. La reglamentación básica de dicha ley está integrada por cuatro reglamentos: uno general y tres específicos que 
regulan la actividad del mercado mayorista, la transmisión y la distribución, respectivamente. Los reglamentos implementan la 
identificación y separación de los roles en cuanto a la fijación de políticas energéticas -que está en manos del Ministerio- a la 
regulación -que está en la órbita de la Unidad Reguladora- a la actividad empresarial, que estaba a cargo de UTE y, en el caso de 
generación, también tomaba parte en lo que refiere a Salto Grande. 


Estos reglamentos descansan sobre una serie de principios rectores, entre los que podemos mencionar la seguridad del suministro, 
lo que implica lograr un abastecimiento confiable de la demanda, al mínimo costo, tomando en cuenta la factibilidad ambiental y la 
viabilidad financiera. En segundo lugar, está la promoción de la competencia entre generadores para el suministro al distribuidor y a 
grandes consumidores. En tercer término, se encuentra el libre acceso de los generadores y grandes consumidores a la capacidad 
remanente de las instalaciones de transporte. En cuarto lugar, podemos situar a la protección de los derechos de los usuarios, 
impidiendo prácticas monopólicas y competencia desleal, asegurando continuidad, regularidad, calidad y seguridad, regulando 
precios donde no hay competencia efectiva o real. En quinto término, está la transparencia en la información. Esta es una condición 
necesaria para que cualquier proceso de esta naturaleza tenga éxito. 


En particular, el reglamento del mercado mayorista tiene como uno de sus principales objetivos, garantizar el suministro de energía 
eléctrica con un alto grado de confiabilidad, evitando riesgo de cortes y restricciones en el abastecimiento. Para alcanzar este 
objetivo, existen diversos enfoques conceptuales posibles. La solución ortodoxa consiste en que los propios agentes -es decir, el 
distribuidor, los grandes consumidores y los generadores- buscando la seguridad de abastecimiento, procuren firmar acuerdos de 
largo plazo que los protejan de la volatilidad de los precios e interrupciones. El nivel de confiabilidad de un sistema de esa 
naturaleza depende, en última instancia, de cuánta capacidad están dispuestos a comprar en contratos de largo plazo y de cuánto 
están dispuestos a pagar por la seguridad de la oferta. 


Lamentablemente, de cara a los consumidores o al distribuidor, en nombre de los consumidores cautivos, la decisión de cuánto 
riesgo tomar puede ser un proceso de aprendizaje largo con eventuales cortes de energía. En este sentido, no debe olvidarse el 
caso de California. 


Otra solución técnica consiste en establecer el precio que se está dispuesto a pagar por disponer de potencia de respaldo y dejar 
que el mercado en competencia defina cuál es la cantidad óptima de la misma que pone a disposición de la demanda. Esta 
solución fue adoptada, por ejemplo, por Argentina. 


Una tercera opción es definir el grado de respaldo que se requiere para esa demanda y permitir que el mercado, a través de 
mecanismos competitivos, defina su precio. Esta última alternativa es la adoptada por el Reglamento del Mercado Mayorista. Es 
una opción similar a la que hoy día utiliza el Banco Central del Uruguay para la licitación de Letras. 


Para instrumentar esta solución, el Reglamento del Mercado Mayorista introduce el concepto de seguro de suministro, que 
establece la obligación de tener asegurado en forma anticipada un porcentaje de la demanda de los consumidores. Este 
porcentaje, que se ha fijado en 90% para el distribuidor que abastece a los consumidores regulados en forma monopólica y 70% 
para los grandes consumidores, fue definido por el Poder Ejecutivo. Se trata de una decisión típica de política energética que 
cuantifica el riesgo que el país está dispuesto a asumir en el abastecimiento de electricidad. En esta determinación se toma no sólo 
el costo directo de la falla para los consumidores, sino también los efectos que la restricción del servicio puede tener sobre la 
economía en su conjunto. Tampoco debe olvidarse la situación de Brasil en el año 2001, en donde los cortes de energía significaron 
una caída en el Producto Bruto Interno cercana al 2%. 


Esta valoración, realizada de acuerdo a criterios de política energética, coincide con la realizada por UTE en sus decisiones previas 
a la aprobación del citado reglamento. De hecho, UTE ha optado por asegurar el 90% de su demanda sumando tres contratos con 
generadores argentinos más la potencia propia y de Salto Grande. 


Para cumplir con ese seguro de suministro, el reglamento establece que los generadores, actuando en competencia, realizarán el 
abastecimiento de energía al distribuidor y a los grandes consumidores, usufructuando el libre acceso a la capacidad no contratada 
de las redes de transmisión y distribución. Para estas últimas actividades, que constituyen monopolios naturales, la reglamentación 
regula la forma de fijación de las tarifas y las obligaciones y derechos básicos del prestador del servicio público. 


Dado que los consumidores menores son obligatoriamente suplidos por el distribuidor y que estos representan un porcentaje muy 
elevado del total de la demanda, para que la competencia entre generadores, ya sea nacionales o extranjeros sea real, es 
necesario que la compra de energía al distribuidor se efectúe por procedimientos transparentes y competitivos, que garanticen que 
el costo de suministrar esa demanda sea mínimo y que éste integre la tarifa que pague el consumidor. Para ello la reglamentación 
prevé que la compra por contrato del distribuidor se realice por licitaciones, con el agregado del mecanismo especial que permite la 
participación de la generación de UTE en ese proceso competitivo. 


El reglamento permite la participación de generadores nacionales y extranjeros en el procedimiento competitivo para proveer de 
energía y potencia a la demanda del distribuidor sin establecer discriminación alguna entre ellos. En particular, la generación 
existente o a instalar de UTE puede participar del procedimiento competitivo formulando un precio en forma simultánea a la 
realización de la licitación, cuya comparación con el precio obtenido en la misma determina su adjudicación o la realización de un 
convenio interno entre las unidades de generación y distribución de UTE. Esos convenios internos tienen exactamente las mismas 
características que los contratos del distribuidor con otros generadores. 


UTE también puede ofrecer en el procedimiento competitivo su energía hidráulica respaldada por unidades firmes de otros 
generadores y aun respaldar unidades térmicas de baja confiabilidad. Es decir que no hay ninguna limitación a la participación de la 
generación de UTE existente o futura en la competencia para suministrar la demanda al distribuidor, o sea, a su propia demanda. 


Lo que sí no ha instrumentado la reglamentación es un procedimiento especial que permita a UTE participar en la licitación 
convocada por la propia UTE, actuando como distribuidor, con un papel de simple intermediario comercial o financiero de energía y 
potencia de otros generadores nacionales o extranjeros. Una habilitación en ese sentido conspiraría claramente contra la 
posibilidad de que el procedimiento resulte competitivo, ya que presupone una negociación previa de la propia empresa con el 
universo de quienes serían sus competidores en el proceso licitatorio por ella convocado afectando, obviamente, muy 
desfavorablemente, la transparencia en la percepción de los potenciales competidores. UTE puede, sin embargo, comercializar sin 
restricciones una energía de otros generadores cuando no actúa como comprador de la misma. 


Yendo al segundo punto de los temas centrales de la reglamentación, que es el fomento de la competencia del mercado mayorista, 
ésta está planteada en el suministro de energía de grandes consumidores, que está en forma totalmente libre, y en el suministro de 
energía al distribuidor, como exponía recientemente. La competencia en la compra en el mercado de oportunidad también está 
garantizada en este caso por la aplicación del criterio de despacho económico de la generación. Me permito recordar a los señores 
Senadores que, de acuerdo a la Ley de Marco Regulatorio, la operación y administración del mercado son desarrolladas por la 
ADME, que es un organismo público con mayoría estatal, en la que también participan agentes del sector privado. 


Otro aspecto fundamental en el fomento de la competencia es el tratamiento de los intercambios internacionales. Con relación a 
ello es importante destacar que los criterios adoptados en la reglamentación respetan las condiciones acordadas por los países de 
la región, en particular las contenidas en el Memorándum de Entendimiento N* 10 de 1998 del MERCOSUR y en los Convenios de 
Interconexión vigentes. La reglamentación prevé el acceso no discriminatorio de la energía de otros países sujeto, obviamente, al 
cumplimiento de las condiciones de asimetría. Los intercambios ocasionales son decididos por ese operador de sistema, la ADME, 
considerando la conveniencia del país y tomando en cuenta el grado de integración que exista entre los mercados. La solución no 
es idéntica a la de los países vecinos, sino que se adapta a las características particulares del Uruguay en cuanto a su elevado 
componente de energía hidráulica. 


Finalmente, un capítulo aparte merece la reglamentación de la calidad del servicio de distribución puesta en consulta pública por la 
Unidad Reguladora desde el día 18 de octubre. No es un reglamento que necesite aprobación del Poder Ejecutivo porque, como 
recordarán los señores Senadores, ello está comprendido en las competencias que le asignó la ley. 


En los últimos días hemos leído en la prensa algunas declaraciones alegando que esta Unidad está exigiendo una calidad de 
servicios similar a la de Nueva York, algo que estaría fuera de la realidad. En principio, y dado que el proyecto se encuentra en 
consulta pública, como reguladores nos sentimos inhibidos de discutir los contenidos de la reglamentación en otro ámbito que no 
sea la misma consulta. Sin perjuicio de ello, creemos importante destacar que los niveles de calidad planteados en el proyecto no 
son comparables con las estadísticas disponibles de Estados Unidos. Las metas de continuidad propuestas son, en realidad, 
menos ambiciosas que las de Guatemala; eso en un período permanente, pero tenemos que pensar en un período de transición de 
dos años y medio en donde las metas son mucho más flexibles. 


La Unidad Reguladora reconoce el enorme esfuerzo que ha hecho UTE en los últimos años por mejorar la calidad de servicio 
especialmente en la ciudad de Montevideo. En general, la calidad de servicio de Montevideo está prácticamente en los niveles que 
estamos planteando en nuestro proyecto de reglamento. En el caso del interior del país, la situación es un poco distinta y confiamos 
plenamente que con este reglamento que estamos poniendo a disposición de la opinión pública, se pueda caminar en una mejora 
sensible de la calidad de servicio que recibe la mitad de la población del país, en un plazo no muy extenso, pero dando la 
flexibilidad que merece toda empresa y no un proceso de cambio, que hemos estimado en dos años y medio, porque lo 
consideramos un plazo razonable, repito, con metas que no son las de Estados Unidos, sino ajustadas a la realidad de un país en 
crisis y que son absolutamente comparables con las de Argentina y de Centroamérica. 


Si el señor Presidente me lo permite, pediría al colega Pessano que haga un resumen de lo que ha sido el accionar de la Unidad 
Reguladora en su forma de proceder, etcétera. 


SEÑOR PESSANO.- Me voy a referir brevemente a la participación de los interesados, que es uno de los pilares en el 
procedimiento de la toma de decisiones de la Unidad Reguladora de Energía Eléctrica, y para ello voy a ejemplificar con uno o dos 
casos. 


Por un lado, tenemos el proceso de elaboración de los reglamentos recientemente aprobados por el Poder Ejecutivo. Esto se 
tradujo, a través de la convocatoria, para el inicio de los trabajos, de los representantes de UTE y de la Comisión Técnico Mixta de 
Salto Grande a efectos de integrar los grupos pertinentes. La primera etapa de este estudio comenzó en el segundo semestre de 
2001 y al inicio hubo un período de discusión del diseño conceptual del marco regulatorio en el que se recibieron los lineamientos 
de las máximas autoridades del Poder Ejecutivo, es decir, del Ministerio de Industria, Energía y Minería, del Ministerio de Economía 
y Finanzas, de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y, obviamente, del señor Presidente de la República. 


A fines de 2001, la Unidad Reguladora presentó lo que serían los borradores de los reglamentos del mercado mayorista, del de 
transmisión y del de distribución. En el caso de UTE y la Comisión Técnico Mixta de Salto Grande se estableció una nueva 
instancia en este caso formal para la presentación de observaciones y comentarios de ambos organismos sobre aquellos 
borradores iniciales. Precisamente, en el mes de febrero se recibieron los planteos de dichos organismos, los cuales fueron 
analizados y respondidos. Además, gran parte de esos planteos fueron tenidos en cuenta ya que se reformularon los reglamentos o 
borradores iniciales, por lo que en marzo de este año esta Unidad Reguladora de Energía Eléctrica eleva a consideración del Poder 
Ejecutivo propuestas de reglamentos por cuanto, obviamente, la aprobación de los mismos es competencia del Poder Ejecutivo. 


Luego de un proceso en el seno del Poder Ejecutivo que fue liderado por el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
el Director Nacional de Energía y el Ministro de Industria, Energía y Minería del momento, donde se llevó a cabo la discusión y 
análisis de esas propuestas de la Unidad Reguladora, finalmente el Poder Ejecutivo aprobó su versión del reglamento general, del 
reglamento de transmisión y del reglamento de distribución en junio de este año, así como también dio su visto bueno al 
reglamento del mercado mayorista que se aprobó en setiembre de este año. Quería dejar claro algunos detalles de este proceso 
que habitualmente no se conoce. 


Por otra parte, uno de los aspectos fundamentales a los que hizo referencia hace unos momentos la doctora Vázquez -que tiene 
que ver con los reglamentos que aprobamos nosotros y en los cuales actuamos como asesores- es que cuando la Unidad 
Reguladora tiene que aprobar un determinado reglamento de calidad o de seguridad se realiza un mecanismo de consulta pública, 
a través de una resolución aprobada por la Unidad, que brinda la oportunidad a todos los sectores de la sociedad de expresar su 
opinión sobre las propuestas de dicho organismo. Este mecanismo es fundamental para garantizar el debido procedimiento y 
permite la participación no sólo a quien es titular de un derecho subjetivo o de quien tiene un interés legítimo, sino que se obtiene la 
opinión fundada del tema de que se trate; asimismo, también se da oportunidad a las organizaciones que representan a intereses 
sociales y sectoriales, a efectos de llegar a una propuesta razonable conforme al interés público. Como dije, a través de este 
procedimiento, cualquier persona, institución o empresa puede hacer llegar por escrito observaciones u sugerencias al proyecto, el 
cual es publicado en un sitio WEB en la parte correspondiente a las consultas públicas. Finalizado ese período de recepción, todas 
las contribuciones recibidas así como el pronunciamiento de la UREE, se publican en INTERNET. De esta manera, el mecanismo 
de consulta permite a toda la sociedad conocer en forma transparente los intereses involucrados en una decisión regulatoria. 


Hasta el momento se han realizado tres procesos de consulta pública. El primero de ellos se refería al reglamento de seguridad del 
equipamiento eléctrico de baja tensión y en esa oportunidad se recibieron 14 contribuciones que están publicadas junto al 
pronunciamiento correspondiente. La segunda consulta se basó en el sistema de medición comercial que, precisamente, acaba de 
cerrarse, por lo que se están analizando las contribuciones realizadas. La tercera correspondió al proyecto de reglamento de 
calidad y servicios de distribución y está abierta desde el 18 de octubre, finalizando el 14 de noviembre. 


Como decía el Presidente de la Comisión, se trata de una etapa en la que la Unidad no emite un pronunciamiento y simplemente 
recepciona opiniones y consultas de los interesados. 


Otro aspecto que interesa destacar en el procedimiento seguido en materia de regulación es la gradualidad. En efecto, en todos los 
casos en los que la aplicación de las normas implica la necesidad de adaptación por parte de los actores a los nuevos 
requerimientos, se han previsto períodos de transición. A modo de ejemplo, y para finalizar, voy a citar tres casos. En el reglamento 
del mercado mayorista que se acaba de aprobar en el mes de setiembre se contempló una transición de tres meses antes de su 
entrada en vigencia, durante los cuales el Poder Ejecutivo exhortó a los actores a adoptar las medidas necesarias para la puesta en 
funcionamiento del mismo, tal cual se expresa en el artículo 3% del decreto correspondiente. El otro caso es el del reglamento de 
calidad -que hemos puesto a consulta pública- y allí se previó un período de preparación de seis meses -lapso en el cual el mismo 
no se aplica- y un período de transición de dos años, con requisitos más flexibles, antes de llegar a lo que serían las metas 
objetivas de calidad. Un tercer ejemplo que voy a citar tiene que ver con la materia tarifaria; en este caso va a existir una propuesta 
de tarifas y corresponderá al Poder Ejecutivo no sólo la definición de las mismas, sino también la determinación del período de 
transición para llegar a su aplicación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer unas preguntas y agradecer la voluntad de la Unidad Reguladora. Precisamente la 
Comisión cuenta con una nota enviada por el señor Presidente Carlos Costa en cuanto a lo que implicó la formación de dicha 
Unidad, tema que ya hemos discutido. En lo personal debo decir que desde que se votó la ley y se recurrió al plebiscito ha pasado 
mucho tiempo. A su vez, también me parece un largo período el que se ha dispuesto para los regímenes de transición que acaba 
de comentar el economista Pessano. Quizás, la realidad uruguaya sea la que nos lleva a incurrir en meses o años de transición. 


Ahora bien, quería plantear una duda que parte del informe que nos han alcanzado. Allí se habla de los reglamentos generales, los 
del mercado mayorista y los de transmisión, así como también lo que ha costado la Unidad Reguladora. Se dice, también, que se 
presentaron más de 590 interesados o postulantes -me parece bueno el criterio utilizado- en formar parte de una comisión técnica, 
supongo que acompañando a aquellos que ya forman parte de dicha Unidad. ¿Cuántas personas de esas aproximadamente 590 
entendió la Unidad Reguladora que debía formar parte de ella? 


SEÑOR COSTA.- Al inicio de mi exposición comenté que todo este trabajo, que es bastante voluminoso, se ha realizado con la 
participación de catorce personas, entre los cuales se encuentran tres Directores, nueve técnicos -de los cuales uno de ellos 
trabaja a tiempo parcial- y dos secretarias que llevan adelante la parte administrativa. Obviamente que se contó con este grupo 
para realizar la primera etapa de la regulación, ya que para una etapa de madurez habría que contar con una fiscalización que 
sería imposible realizar con sólo catorce personas. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Se reanuda la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR SCARPA.- Me interesa saber qué suma sería ese 0,5 por mil en dinero real según los cálculos que se han realizado. 


SEÑOR COSTA.- Hoy día la Unidad tiene un presupuesto básico que no llega a U$S 30.000 mensuales, y pido disculpas al señor 
Senador por expresarlo en esa moneda, pero lo hacemos porque nos resulta más fácil. Pensamos que con la situación ajustada a 
la realidad del país, un presupuesto cercano a los U$S 60.000 o U$S 70.000, incluyendo la fiscalización, sería algo razonable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como se dijo anteriormente, en la Unidad hay 14 técnicos que forman parte de la misma, incluyendo los 
otros tres. Lo lógico sería, a juicio de los representantes de la URSEC, que se duplicara el número de técnicos, llevándolos a 30 
como mínimo. 


La pregunta que también quisiera hacer, porque también nos asalta la duda, es la siguiente. En función de que tenemos un grupo 
de técnicos bien seleccionados, como de alguna manera debería pretender el país y la Unidad Reguladora, quisiera saber si es 
necesario tener consultoras. ¿Acaso la Unidad Reguladora no podría funcionar con un equipo de técnicos necesarios? Quizás se 
me diga que para el arranque no podría, pero insisto en si es necesario contratar consultoras porque, en definitiva, estamos 
generando un equipo técnico cuya misión no es, a su vez, seleccionar a otro equipo técnico. 


SEÑOR COSTA.- En efecto, como bien ha dicho el señor Presidente de la Comisión, en el comienzo era necesario porque el país 
no tenía experiencia regulatoria. Esa es una realidad. Creo que la función del equipo técnico va más allá de llamar a una 
consultora. Por ese motivo les hemos hecho entrega del material para que los señores Senadores tengan las versiones de los 
informes de los consultores y la contraparte correspondiente. Allí hay un trabajo de elaboración de la Unidad Reguladora que ha 
sido muy importante, y queda claro que no se han tomado los consultores de una manera lisa y llana. 


Concordamos plenamente con el señor Presidente de la Comisión en cuanto a que la idea es transferir conocimientos, porque lo 
contrario no tendría sentido ya que serían gastos más que inversiones. Esa es la política de la Unidad: en todo tipo de actividad de 
consultoras, los técnicos trabajan de igual a igual con la contraparte en las condiciones que se indican en los pliegos, y existe la 
capacitación para los técnicos. Como resultado de todo eso está el reglamento de seguridad del equipamiento eléctrico, que resultó 
con cero aporte externo, por lo que podríamos decir que fue todo hecho en casa. Esa es la línea a seguir en el futuro, es decir que 
los propios técnicos desarrollen el trabajo. 


No obstante ello, es práctica casi generalizada en los reguladores en casi todas partes del mundo que para las revisiones tarifarias 
se llame a licitación de consultores. Esto es así dado que el proceso de revisión tarifaria, que se hace cada cuatro o cinco años, 
siempre trae conflictos. La práctica común es que el regulador tenga su consultor, que hace un informe independiente que no 
necesariamente tiene que seguir; muy probablemente, el regulado también tenga su asesor y de esa manera se llega a una nueva 
propuesta tarifaria para los próximos cuatro años. De esa manera funcionan, en general, los reguladores en el mundo. Sin perjuicio 
de ello, la política de la Unidad es capacitar a su gente y que la mayor parte de las veces los reglamentos salgan sin necesidad de 
consultas externas. 


En el marco del convenio firmado por el Poder Ejecutivo con el Banco Mundial -ya aprovecho para informar a la Comisión- tenemos 
tres licitaciones en curso. Una, tiene que ver con un análisis de regulación por comparación, donde se va a ver el análisis acerca 
del desempeño del distribuidor de UTE en comparación con otras distribuidoras en el mundo. Eso no pueden hacerlo los técnicos 
de la Unidad por la sencilla razón de que no tenemos base de datos, que precisamente es el valor agregado que pone el consultor. 
Entonces, lo que vale es la base de datos que tiene éste último. ANCAP contrata consultoras similares -por ejemplo, Solomon- que 
le dicen cuál es el desempeño de refinería en función de otras de la región, obviamente ponderando la suya en función de la 
escala. 


En ese trabajo de consultoría se pretende seguir un camino distinto al que hemos adoptado en la actualidad. Precisamente, ahora 
hacemos un enfoque de abajo hacia arriba; armamos una empresa tipo y, con el estudio correspondiente, llegamos a cuál sería la 
tarifa objetiva. Creemos que sería conveniente cuestionarnos ese enfoque tipo aparato mecánico y ver si arrancamos desde arriba, 
O analizar cuál es el desempeño de otras distribuidoras, obviando los aspectos monetarios porque siempre hay diferencias 
cambiarias, etcétera. Entonces, se comparan esos dos enfoques. 


En el pliego de condiciones hay cláusulas específicas que dicen que se tiene que capacitar a los técnicos de la Unidad Reguladora 
para que en el futuro puedan desempeñar esa tarea. Ese es uno de los estudios que está en marcha, cuya licitación se abrió hace 
una semana. 


Otra licitación que ya fue adjudicada y está para comenzar a funcionar es la relativa a la contabilidad regulatoria. Tiene como 
finalidad elaborar un plan de cuentas a UTE de forma que la ciudadanía sepa claramente cuánto representan los negocios de 
generación, trasmisión y distribución. Lógicamente, eso no lo podemos hacer con los técnicos de la Unidad porque tenemos un solo 
contador y, además, para esto se requiere experiencia en contabilidad regulatoria; entonces, estamos haciendo camino al andar ya 
que en el país ésta no existe. 


Una tercera licitación fue hecha en el marco de una donación del Banco Interamericano de Desarrollo y no del convenio con el 
Banco Mundial. Se trata de un estudio del costo de falla, esto es, cuál es el perjuicio económico que se causa a un consumidor 
promedio cuando falta la energía eléctrica. En ese pliego se estableció como condición que se capacitara a los técnicos de la 
Unidad. En este caso, creemos que el resultado va a ser mucho mejor que en el caso de la comparación, porque los consultores 
tienden a no dar la base de datos. Como para esto no es necesaria, insisto, entendemos que el resultado de la inversión va a ser 
mucho mayor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Presidente de la Unidad Reguladora, economista Costa, señaló que en Chile la Unidad está 
directamente ligada a quien genera las políticas en materia energética. Entonces, quisiera saber si en nuestro país la Unidad 
Reguladora coordina con el Ministerio de Industria, Energía y Minería a fin de no chocar con lo que puede ser el programa del 
Gobierno en lo que tiene que ver con la política energética. ¿Hay instancias formales de reunión? 


SEÑOR COSTA.- Debo decir que la relación con el Ministerio y la Dirección de Energía no ha podido ser mejor. Obviamente, 
respetando los roles de cada uno, existieron lineamientos muy claros de política energética acerca de cómo debían ser enfocados 
estos reglamentos. Por ejemplo, un caso es el relativo a la seguridad del suministro, que fue uno de los puntos medulares que 
introdujo el señor Ministro. Entonces, lo que hizo la Unidad Reguladora fue establecer que existían tres opciones básicas - 


naturalmente, siempre hay caminos en el medio- y el Ministerio eligió la que está contenida en el reglamento. A su vez, los 
porcentajes de seguro de suministro los decide el Ministerio y no la Unidad Reguladora. 


Otro tipo de ejemplo donde hay claros indicios de política energética -y que no estaban en nuestro proyecto- tiene que ver con el 
incentivo para la energía renovable no convencional. Repito, en el proyecto que elevamos al Poder Ejecutivo ello no figuraba. En tal 
sentido, hubo lineamientos claros de política energética que indicaban que debía haber una sección con ese contenido. Tampoco 
se establecía en el proyecto elevado por la Unidad Reguladora lo relativo a la reserva nacional, que es una decisión de política 
energética en cuanto a marcar cuánta energía se desea tener instalada en el territorio nacional. Al respecto, vino la directiva del 
Ministerio y se incluyó. 


En consecuencia, repito, la relación con el Ministerio de Industria, Energía y Minería, y en especial con el señor Ministro, no ha 
podido ser mejor. Incluso, con el Director de Energía tenemos reuniones casi a diario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer dos consideraciones más bien de tipo instrumental. 


Esta es la Unidad Reguladora de Energía Eléctrica. Como sabemos, a nivel de la Cámara de Representantes se está por aprobar 
un proyecto de ley que amplía su espectro. En tal sentido, quisiera saber si existe alguna proyección sobre lo que deberá 
agrandarse la Unidad Reguladora. Lógicamente, puede haber alguna modificación a la iniciativa, pero espero que no. Confieso -y 
esto ha sido motivo de irritación entre quien habla y la Unidad Reguladora- que me desespera el paso del tiempo. En el documento 
se menciona que los recursos recién fueron otorgados en febrero de 2001. Entonces, quizás haya sido injusto en cuanto a cargar 
las tintas sobre la Unidad Reguladora y no sobre el Poder Ejecutivo, que no había adelantado los recursos para poner en marcha 
una Unidad que, a mi juicio, era esencial cuando voté el proyecto de ley. Lo cierto es que pasa el tiempo, las semanas, los meses y 
los años, y entiendo que es necesario tener un mercado energético de competitividad cuanto antes. Es así que tengo temor de que 
con el proyecto de la URSEA no se vuelva para atrás en un proceso que ya ha comenzado. 


El economista Costa ha dicho que existió un mecanismo de selección en el que quedaron 14 personas, que hasta ahora fueron 
suficientes, pero que se necesitarían unas 15 ó 16 más. Insisto, pido que no volvamos para atrás en cuanto a los tiempos. Como 
esto abarca otras esferas de la energía y el tema del agua, me temo que pueda existir un retroceso en el proceso que se viene 
llevando a cabo para que la Unidad Reguladora sea una realidad en el país. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Se reanuda la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lamentablemente, este proyecto sobre la Unidad Reguladora fue votado en el Senado hace ya mucho 
tiempo, pero sufrió una tremenda demora en la Cámara de Representantes por falta de entendimiento. Supongo que los integrantes 
de la Unidad estarán siguiendo de cerca el proceso del tema en ese Cuerpo y, sobre todo, estarán al tanto de las modificaciones 
que allí se quieren introducir. 


Este aspecto nos preocupa mucho porque estuvimos de acuerdo cuando el proyecto salió del Senado donde, además, contó con 
un amplio consenso, porque si bien no obtuvo el voto de todos los partidos políticos, sí contó con los de la mayoría de ellos. Fue 
una lástima que dentro de uno de los partidos políticos hayan surgido nuevas observaciones que detuvieron la marcha de la 
aprobación de este proyecto de ley. 


Quisiera formularles una pregunta en la que, aclaro, no quiero comprometer la opinión de nuestros visitantes desde el punto de 
vista político -lo cual, además, no viene al caso- sino, simplemente, tener una idea de lo que técnicamente piensan al respecto. 
Quisiera saber si está prevista alguna instancia de consulta a la Unidad Reguladora de Energía Eléctrica, en el caso de que se 
introduzcan cambios en la nueva Unidad Reguladora que condicionen el papel que actualmente tendría. En definitiva, quisiera 
saber si es posible obtener, por parte de la UREE una especie de aviso técnico -no político- sobre las instancias en que se podría 
modificar un proyecto que, tendrá una opinión favorable o no, pero que ya cuenta con media sanción y en el que se están 
introduciendo modificaciones en la Cámara de Representantes. Aunque parezca mentira, los Senadores no sabemos si esas 
modificaciones cuentan con la mayoría suficiente como para ser introducidas, o si cambian aspectos sustanciales del proyecto de 
ley que hemos votado en este Cuerpo, relativos a las potestades de la UREE en el nuevo marco que se quiere establecer. 


En definitiva, más que sobre las modificaciones, quisiera preguntar sobre la existencia de instancias formales de advertencia por 
parte de la UREE en cuanto a que si lo que se quiere introducir puede desnaturalizar lo que queremos tener en el país. 


SEÑOR COSTA.- Es cierto que algunos de los temas que se están considerando en la Cámara de Representantes nos han 
preocupado y el Ministerio de Industria, Energía y Minería nos ha solicitado información y asesoramiento al respecto. La misma le 
ha sido brindada, pero no conozco los mecanismos formales del proceso, por lo que si el señor Presidente lo permite, cedería el 
uso de la palabra a la doctora Vázquez, quien ha asesorado puntualmente en varias instancias al señor Ministro sobre el proyecto 
de ley. 


SEÑORA VAZQUEZ.- Entre las atribuciones de la Unidad Reguladora se encuentra la de asesorar al Poder Ejecutivo en los temas 
que este solicite, es decir, que tiene una competencia abierta. Precisamente, en el marco de esta competencia y respetando la ley, 
es que el Poder Ejecutivo nos ha solicitado opinión sobre el proyecto de ley. 


En este sentido, nos ha preocupado por ejemplo el tema de la abocación, que es la potestad que tiene el Poder Ejecutivo de 
conocer y decidir en un tema que se encuentra en la órbita del regulador. Esto significa que el Poder Ejecutivo podría sacar este 
tema de la órbita del regulador y decidir sobre el mismo. Hemos señalado este aspecto como no conveniente en la medida en que, 
como señalábamos al principio, es importante que la fijación de políticas, la regulación y la actividad empresarial estén separadas y 


que el regulador sea escuchado como tal, sin perjuicio de que el Poder Ejecutivo luego tome la decisión que estime pertinente. De 
todos modos, reitero que no nos parece conveniente que pueda sacársele de la esfera de conocimiento y decisión antes de que 
tenga oportunidad de emitir su pronunciamiento. 


Otro aspecto que nos ha preocupado es el que figura en un artículo que tiene que ver con las retribuciones de los integrantes de la 
UREE y que en cierta forma es contrario a lo que la teoría de la relación establece, que implica que los que hacen la regulación -se 
trata de un principio general- es decir, los controlantes, no pueden recibir menores retribuciones que los controlados. Sabemos que 
existe un artículo que modifica esa situación. 


Otra norma que nos ha inquietado hace referencia al destino al que se afecta lo producido por concepto de la aplicación de las 
sanciones pecuniarias. A nuestro juicio, el mismo debería ir a quien ha sufrido las consecuencias del obrar inadecuado de quien 
prestó el servicio y no al regulador. En otras palabras, se cobra una multa y el producido debería ir a compensar al que sufrió el 
perjuicio de la prestación inadecuada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Mi pregunta apuntaba, sobre todo, a si las modificaciones que se introducen están, en cierta forma, 
desnaturalizando la iniciativa. Creo que la instancia formal implicaría -han señalado que el Ministerio está siendo asesorado- que el 
propio Ministerio advierta al Senado y a la Cámara de Representantes sobre este hecho. 


Me parece muy importante el primer punto que ha señalado la doctora Vázquez, -aunque el tema de los sueldos sea importante, 
como también lo es el destino del producido por las multas- porque hace a la esencia de la norma. Pero es de relevancia, 
justamente, que si el Poder Ejecutivo puede intervenir en la fase reguladora, no habrá garantías en el mercado para que la Unidad 
Reguladora cumpla su función. Entonces, sería muy importante que, por la vía del Ministerio, los Senadores que hemos votado 
determinado proyecto de ley, contemos con la opinión técnica -reitero, no política- sobre el tema para saber si estamos 
desnaturalizando, por posiciones políticas, el rol de la Unidad Reguladora en el mercado. 


SEÑORA VAZQUEZ.- Existe otra norma, que ya está en la ley de marco regulatorio vigente que establece que la Unidad 
Reguladora tiene aquellas atribuciones que le cometa, a su vez, el Poder Ejecutivo. Justamente, ello permite que se den 
situaciones en las que el Poder Ejecutivo solicite opinión, fuera de lo que estrictamente corresponde, lo que también se está 
sacando. 


Concretamente lo que se está diciendo es que tendrá las atribuciones que le confiere la ley, además de las que expresamente ya 
están establecidas. Esto ni siquiera es necesario pues es obvio que si hay otras atribuciones -además de las que establece la ley- 
impuestas por otra ley, las va a poder ejercer. Entonces, era importante esa previsión contenida en la Ley de Marco Regulatorio 
vigente de que se perdería la posibilidad de ejercer otras atribuciones que le cometa el Poder Ejecutivo. Una de ellas puede ser la 
de opinar en un tema en el que al Poder Ejecutivo le parezca interesante escuchar los fundamentos técnicos del regulador e incluso 
la atribución de otras competencias, pero siempre vinculadas a su área porque, obviamente, no le va a otorgar atribuciones en algo 
que no tenga nada que ver. 


Creo no olvidarme de nada al exponer los diferentes puntos. Como muy bien ha señalado el señor Presidente hemos seguido de 
alguna manera la historia de las modificaciones para ver en qué medida el proceso de crecimiento del fenómeno regulatorio, que es 
tan joven -y por eso tan frágil- no se vea afectado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sólo nos resta agradecer la presencia de las autoridades de la Unidad Reguladora de Energía Eléctrica. 
Pensamos que sería muy importante tener un mayor nivel de comunicación del que hemos tenido formalmente hasta ahora con la 
Comisión, sobre todo, por los distintos proyectos de ley que tengamos que analizar o aquellos juicios que podamos emitir sobre el 
rol de la Unidad y su actuación. De alguna manera, sería conveniente lograr que todas estas cuestiones que se han planteado se 
resuelvan cuanto antes y vuelvo a insistir en mi ansiedad en el sentido de que todo funcione lo mejor posible y no perdamos más 
tiempo. 


SEÑOR COSTA.- Simplemente quisiera señalar que quizás parte de esta falta de comunicación ha sido responsabilidad de la 
propia Unidad Reguladora que ha asumido un perfil muy bajo, con muy poca prensa, ya que en nuestra opinión ese es el papel que 
debería cumplir un regulador. Un regulador no debe aparecer en la prensa todos los días ni estar de micrófono en micrófono, sobre 
todo, cuando los reglamentos deben ser aprobados por el Poder Ejecutivo. El regulador tiene que hacer su trabajo en silencio, 
presentarlo al Poder Ejecutivo y que sea éste el que proponga el debate. Por ese motivo muchas veces no venimos a informar al 
Senado porque el que correspondía que viniese era el propio Poder Ejecutivo. Dicho de otro modo, como asesores no es 
competencia del regulador informar al Senado sobre la presentación de un proyecto. Sin embargo, en otras instancias en las que el 
regulador es el que decide porque así lo establece la ley hemos salido a la opinión pública requiriendo sus aportes para analizar, 
por ejemplo, la calidad del servicio. Es lógico, entonces, que en todo ese tipo de procesos se produzcan fricciones o roces, que son 
naturales y ocurren en todos los países. Lo cierto es que el espíritu de la Unidad Reguladora es la búsqueda de consensos y, como 
decía una figura pública conocida, cuando existen intereses contrapuestos, a veces, es más importante -cuando los consensos son 
difíciles de conseguir- tratar de administrar los disensos. En este sentido, hemos hecho los mejores esfuerzos y hemos puesto la 
mejor voluntad para administrar esos disensos. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Para la Comisión de Industria y Energía ha sido un gusto recibirlos. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 23 minutos.) 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


